Tema 61. Causas de extinción de las obligaciones. El pago: Formas especiales del mismo. La compensación. La pérdida de

la cosa debida y la imposibilidad de la prestación.

Las causas de extinción de las obligaciones.

Dice Castán: “se llaman modos o causas de extinción de las obligaciones los distintos hechos o negocios en virtud de los cuales la obligación deja de existir”.

Según este autor, cabe distribuir esta matera en dos grandes grupos de modos: voluntarios e involuntarios.

El Código Civil no contiene una clasificación de los modos de extinción de las obligaciones, sino que se limita a enumerarlos en el artículo 1156:
“Las obligaciones se extinguen: 

Por el pago o cumplimiento. 

Por la pérdida de la cosa debida. 

Por la condonación de la deuda. 

Por la confusión de los derechos de acreedor y deudor. 

Por la compensación. 

Por la novación.”
Según dice Castán, esta enumeración no es completa, pues omite la mención de algunos medios, tales como el mutuo disenso, la prescripción, la muerte de las personas (en las obligaciones personalísimas) o la condición y plazo resolutorios.

El pago su naturaleza.

Planiol definió el pago como “la ejecución efectiva de la obligación”.

Se ha discutido si el pago supone un negocio jurídico bilateral entre deudor y acreedor, de naturaleza dispositiva, o bien es un negocio jurídico unilateral del deudor, o más bien acto jurídico unilateral, por el que el deudor realiza la prestación debida.

Parece predominante hoy la tesis conforme a la cual el deudor se libera mediante “la ejecución real de la prestación debida”, sin que el pago esté condicionado al consentimiento del acreedor, aunque en ocasiones sea necesaria su cooperación para la realización del pago. El pago sería así un acto jurídico voluntario, en cuanto humano, pero carente de la estructura de los negocios jurídicos (así, Beltrán de Heredia, Díez Picazo y Gullón).

Existe una línea jurisprudencial que defiende que en las obligaciones de dar el pago requiere el consentimiento o la aceptación de quien haya de recibir la prestación (Sentencias del Tribunal Supremo 18 de noviembre de 1944, 21 de marzo de 1945).

Sujetos del pago.
El solvens (el que paga):

Artículo 1158. 

“Puede hacer el pago cualquier persona, tenga o no interés en el cumplimiento de la obligación, ya lo conozca y lo apruebe, o ya lo ignore el deudor.

El que pagare por cuenta de otro podrá reclamar del deudor lo que hubiese pagado, a no haberlo hecho contra su expresa voluntad.

En este caso sólo podrá repetir del deudor aquello en que le hubiera sido útil el pago.”

Artículo 1159

“El que pague en nombre del deudor, ignorándolo éste, no podrá compeler al acreedor a subrogarle en sus derechos.”

Si, por el contrario, se paga con el conocimiento y aprobación del deudor, sí existirá esta subrogación. Se entiende que del pago surgen en este caso, cumulativamente, dos acciones: la de reembolso (in rem verso) y la de subrogación, pudiendo optar el que paga por el ejercicio de una u otra.

Artículo 1160. 

“En las obligaciones de dar no será válido el pago hecho por quien no tenga la libre disposición de la cosa debida y capacidad para enajenarla. Sin embargo, si el pago hubiere consistido en una cantidad de dinero o cosa fungible, no habrá repetición contra el acreedor que la hubiese gastado o consumido de buena fe.”

Artículo 1161. 

“En las obligaciones de hacer el acreedor no podrá ser compelido a recibir la prestación o el servicio de un tercero, cuando la calidad y circunstancias de la persona del deudor se hubiesen tenido en cuenta al establecer la obligación.”
El accipiens (el que recibe el pago):
Artículo 1162. 

“El pago deberá hacerse a la persona en cuyo favor estuviese constituida la obligación, o a otra autorizada para recibirla en su nombre.”

Artículo 1163. 

“El pago hecho a una persona incapacitada para administrar sus bienes será válido en cuanto se hubiere convertido en su utilidad.

También será válido el pago hecho a un tercero en cuanto se hubiere convertido en utilidad del acreedor.”
El pago hecho mediante ingreso en cuenta corriente, si se cuenta con autorización, encajará en el artículo 1162, y si no se cuenta, en el artículo 1163 párrafo segundo.
Artículo 1164. 

“El pago hecho de buena fe al que estuviere en posesión del crédito, liberará al deudor.”

En relación con el pago de cheques, debe tenerse en cuenta el artículo 156 Ley Cambiaria y del Cheque: “El daño que resulte del pago de un cheque falso o falsificado será imputado al librado, a no ser que el librador haya sido negligente en la custodia del talonario de cheques, o hubiere procedido con culpa.”

Artículo 1165. 

“No será válido el pago hecho al acreedor por el deudor después de habérsele ordenado judicialmente la retención de la deuda.”

Condiciones de pago.

Integridad e indivisibilidad.

Artículo 1157. 

“No se entenderá pagada una deuda sino cuando completamente se hubiese entregado la cosa o hecho la prestación en que la obligación consistía.”

Artículo 1169. 

“A menos que el contrato expresamente lo autorice, no podrá compelerse al acreedor a recibir parcialmente las prestaciones en que consista la obligación.

Sin embargo, cuando la deuda tuviere una parte líquida y otra ilíquida, podrá exigir el acreedor y hacer el deudor el pago de la primera sin esperar a que se liquide la segunda.”

Identidad.
Artículo 1166. 

“El deudor de una cosa no puede obligar a su acreedor a que reciba otra diferente, aun cuando fuere de igual o mayor valor que la debida.

Tampoco en las obligaciones de hacer podrá ser sustituido un hecho por otro contra la voluntad del acreedor.”

La entrega de cosa diversa a la debida supone la inexistencia de pago válido, esto es, no existirá cumplimiento de la obligación.

Si el acreedor aceptare en pago una prestación distinta de la debida, lo que se admite al amparo del principio de autonomía de la voluntad, estaríamos ante una dación en pago convencional, con efectos pro soluto.

Respecto a la naturaleza de esta dación en pago convencional, junto a posiciones que la equiparan a la compraventa o a la novación, la doctrina más actual la considera un negocio jurídico de ejecución, de naturaleza real, que solo se perfecciona con la ejecución de la prestación (así Marín López, Rodríguez Bercovitz Cano, Albaladejo o Beltrán de Heredia y la Sentencia del Tribunal Supremo de 27 de diciembre de 2012). 

La Sentencia del Tribunal Supremo de 19 de octubre de 2006 declara que “la dación en pago no es una compraventa, aunque se pueden aplicar por analogía normas de la misma”. 

La RDGRN de 10 de diciembre de 2007 rechaza la equiparación de la dación en pago con la compraventa, a los efectos del ejercicio por el arrendatario urbano del derecho de retracto.
La Sentencia del Tribunal Supremo de 27 de diciembre de 2012, declara “La dación en pago o datio in solutum es una forma especial de pago o, como dice la sentencia de 25 mayo 1999 "se conoce por la doctrina actual con el nombre de subrogado del cumplimiento, traducción literal de la palabra Erfüllungssurrogate", es el negocio jurídico (no es un contrato, como productor de obligación) por el que el deudor realiza a título de pago, una prestación distinta a la debida y el acreedor la acepta”.

Desde el punto de vista registral la RDGRN de 11 de julio de 2007 exige para la inscripción de la dación en pago, la identificación de la deuda y de su cuantía, al ser ésta la  causa de la transmisión.

Otra cuestión que plantea la dación en pago es en qué casos puede incurrir en la prohibición del pacto comisorio (artículo 1859 Código Civil: “El acreedor no puede apropiarse de las cosas dadas en prenda y hipoteca, ni disponer de ellas”).

Analiza la cuestión la Resolución de la DGRN de 20 de julio de 2012. Esta resolución rechaza la inscripción de una dación en pago, sujeta a la condición suspensiva de no pagar el cedente una deuda previa, por considerar que incurre en la prohibición del pacto comisorio. Esta Resolución señala que, dado que en el caso la dación en pago se realiza cuando la obligación no se hallaba vencida ni era liquida, su finalidad no podrá ser nunca solutoria, a diferencia de lo que se resolvió en la Resolución de la DGRN de 13 de marzo de 2000, en la que en el momento de realizar la dación la deuda era vencida y líquida. 
(La propuesta de modificación del Código Civil en materia de obligaciones y contratos admite que en caso de vicios o defectos de la cosa entregada en dación en pago, el acreedor pueda optar bien por ejercitar las mismas acciones del comprador o dejar sin efecto la dación y ejercitar la acción primitiva con resarcimiento de daños y perjuicios. Si el convenio de dación en pago fuera declarado nulo, anulado o rescindido, el acreedor conservará el derecho a la prestación primitiva. No obstante, en ambos casos las garantías prestadas por terceros quedarán sin efecto, salvo que éstos hubieran conocido o debido conocer el defecto de que adolecía la dación en pago –artículo 1166-).

Artículo 1167. 

“Cuando la obligación consista en entregar una cosa indeterminada o genérica, cuya calidad y circunstancias no se hubiesen expresado, el acreedor no podrá exigirla de la calidad superior, ni el deudor entregarla de la inferior.”

Artículo 1170. 

“El pago de las deudas de dinero deberá hacerse en la especie pactada y, no siendo posible entregar la especie, en la moneda de plata u oro que tenga curso legal en España.

La entrega de pagarés a la orden, o letras de cambio u otros documentos mercantiles, sólo producirá los efectos del pago cuando hubiesen sido realizados, o cuando por culpa del acreedor se hubiesen perjudicado.

Entretanto la acción derivada de la obligación primitiva quedará en suspenso.”

La doctrina señala que nuestro derecho aplica en materia de deudas de dinero el principio nominalista que resulta del artículo 1170 y de artículo 1754 Código Civil.

Un sector de la doctrina ha considerado aplicable el artículo 1170 a las deudas en moneda extranjera (Bonet Correa).

Debe tenerse en cuenta la limitación que establece la Ley 7/2012, de 29 de octubre, que prohíbe los pagos en efectivo de más de 2.500 euros cuando en la operación intervenga un empresario o profesional – artículo 7- (el límite será de 15000 euros si el pagador el persona física no residente, no empresario ni profesional).

Gastos del pago.
Artículo 1168. 

“Los gastos extrajudiciales que ocasione el pago serán de cuenta del deudor. Respecto de los judiciales, decidirá el Tribunal con arreglo a la Ley de Enjuiciamiento Civil.”

Lugar.
Artículo 1171. 

“El pago deberá ejecutarse en el lugar que hubiese designado la obligación.

No habiéndose expresado y tratándose de entregar una cosa determinada, deberá hacerse el pago donde ésta existía en el momento de constituirse la obligación.

En cualquier otro caso, el lugar del pago será el del domicilio del deudor.”

Prueba del pago.
Artículo 1110. 

“El recibo del capital por el acreedor, sin reserva alguna respecto a los intereses, extingue la obligación del deudor en cuanto a éstos.

El recibo del último plazo de un débito, cuando el acreedor tampoco hiciere reservas, extinguirá la obligación en cuanto a los plazos anteriores.”

Para la doctrina mayoritaria, el artículo establece una presunción iuris et de iure de liberación del deudor. En contra Rodrigo Bercovitz, para quien se trataría solo de una presunción iuris tantum. La Jurisprudencia mayoritaria opta por la primera de las tesis, aunque con alguna sentencia discrepante, como la Sentencia del Tribunal Supremo de 3 de febrero de 1994.

La Resolución DGRN de 5 de enero de 2000 niega que el precepto sea aplicable al caso de pérdida de una letra de cambio cuando se pretende la cancelación de una condición resolutoria explícita en garantía del precio aplazado, en la que se había previsto que podría cancelarse por el comprador en caso de tenencia de todas las letras de cambio en las que se instrumentó el precio aplazado. Argumenta la DGRN que el artículo 1110 presupone la existencia de un solo acreedor y las letras pueden pertenecer a sujetos distintos.

Desde el punto de vista notarial y registral, deben tenerse en cuenta las obligaciones introducidas por la Ley 36/2006, de 29 de noviembre que modifica en relación con esta cuestión los artículos 24 de la LN y los artículos 21 y 254.3 LH, exigiendo para la autorización e inscripción de  escrituras relativas a actos o contratos por los que se declaren, transmitan, graven, modifiquen o extingan a título oneroso el dominio y los demás derechos reales sobre bienes inmuebles se identificarán, cuando la contraprestación consistiere en todo o en parte en dinero o signo que lo represente, los medios de pago empleados por las partes. Lo desarrolla el artículo 177 del Reglamento Notarial.

Formas especiales de pago. Imputación de pagos, dación en pago, pago por cesión de bienes y consignación. 

Imputación de pagos

Artículo 1172. 

“El que tuviere varias deudas de una misma especie en favor de un solo acreedor, podrá declarar, al tiempo de hacer el pago, a cuál de ellas debe aplicarse.

Si aceptare del acreedor un recibo en que se hiciese la aplicación del pago, no podrá reclamar contra ésta, a menos que hubiera mediado causa que invalide el contrato.”
La imputación por el deudor es considerada por la doctrina y por la jurisprudencia una declaración de voluntad recepticia del deudor, que éste debe realizar en el momento del pago. 

Respecto de último inciso del apartado "causa que invalide el contrato", algunos autores (Beltrán de Heredia, Castaño) la entienden referida al "contrato de imputación". 
Artículo 1173. 

“Si la deuda produce interés, no podrá estimarse hecho el pago por cuenta del capital mientras no estén cubiertos los intereses.”
El artículo 654.3 de la LEC, reformado por la Ley 1/2013, de 14 de mayo, de medidas para reforzar la protección de los deudores hipotecarios, establece para el caso de ejecución inmobiliaria, aplicable a la ejecución hipotecaria judicial o extrajudicial, un orden especial de prelación, más protector para el deudor, frente a la regla general del artículo 1173, en cuanto el orden de imputación de lo obtenido en la subasta sería el siguiente "intereses remuneratorios, principal, intereses moratorios y costas".
Artículo 1174. 

“Cuando no pueda imputarse el pago según las reglas anteriores, se estimará satisfecha la deuda más onerosa al deudor entre las que estén vencidas.

Si éstas fueren de igual naturaleza y gravamen, el pago se imputará a todas a prorrata.

Del pago por cesión de bienes.
Artículo 1175. 

“El deudor puede ceder sus bienes a los acreedores en pago de sus deudas. Esta cesión, salvo pacto en contrario, sólo libera a aquél de responsabilidad por el importe líquido de los bienes cedidos. Los convenios que sobre el efecto de la cesión se celebren entre el deudor y sus acreedores se ajustarán a las disposiciones del título XVII de este Libro, y a lo que establece la Ley de Enjuiciamiento Civil”.

Hemos analizado previamente, al estudiar el artículo 1166 del Código Civil, la dación en pago convencional, con efectos pro soluto.

El artículo 1175 del Código Civil contempla en su primera parte una dación en pago judicial, con simples efectos pro solvendo.

Para su regulación se remite a las normas del Código Civil sobre el concurso de acreedores, y a las de la Ley de Enjuiciamiento Civil, remisión que hoy debe entenderse hecha a la Ley 22/2003, de 9 de marzo, Concursal.

Cabría además una cesión convencional pro solvendo, y no pro soluto, esto para pago y no en pago, al amparo del principio de libertad contractual.

La naturaleza jurídica de esta cesión para pago ha sido discutida doctrinalmente. 

Según algunas opiniones, lo que se transmite a los acreedores es una propiedad fiduciaria que convierte a los acreedores en propietarios frente a terceros. Otros defienden que no se transmite a los acreedores la propiedad, pero sí la facultad de disposición, con alcance real. Otros sostienen que se concede a los acreedores legitimación para disponer en su propio interés. Por último, hay autores que lo asimilan al contrato de mandato especial e irrevocable. Esta última parece ser la posición asumida por la jurisprudencia mayoritaria. 

Respecto de la regulación concursal debe destacarse que el artículo 100.3 de la Ley Concursal excluía como posible objeto del convenio concursal, la cesión de bienes o derechos a los acreedores en pago o para pago de sus créditos. Esta norma (inicialmente reformada por la Ley 38/2011, de 10 de octubre), ha sido reformada por el Real Decreto Ley 11/2014, de 5 de septiembre, admitiendo la cesión en pago de bienes y derechos no necesarios para la continuación de la actividad empresarial o profesional, siempre que su valor razonable sea igual o inferior al del crédito que se extingue, o, si fuera superior, la diferencia se integre en la masa activa. En cuanto a los sujetos a crédito con privilegio especial se remite al artículo 155.4 de la Ley, que admite que el juez autorice la cesión en pago o para pago de bienes sujetos a privilegio especial (como los hipotecados), a favor del acreedor o de la persona que éste designe, siempre que con ello quede totalmente satisfecho el crédito con privilegio especial, o, en su caso, el resto del crédito se incluya en el concurso con la calificación que le corresponda. En ningún caso se impondrá la cesión en pago a los acreedores públicos.  

La Resolución DGRN de 27 de febrero de 2013, ante el caso de una dación en pago realizada por un deudor concursado en fase de convenio, en pago de créditos concursales, aunque efectuada fuera del propio convenio, afirma, en relación con el artículo 100.3 de la Ley Concursal, que "La Ley mira con recelo la admisión de una dación en pago de deudas concursales a un acreedor en fase de convenio, sin distinguir si se trata de una dación en pago de un bien concreto o de una liquidación global, por lo que el precepto comprende ambos supuestos", declarando no obstante que no puede entrar a resolver sobre la cuestión al no haber sido opuesto este defecto en la calificación registral. (Sí resuelve que la inscripción previa del convenio no es precisa para la inscripción de actos del concursado tras la aprobación del mismo, aunque sí resulta necesaria su aportación al Registro para que el Registrador lo tenga en cuenta en su calificación, y haga constar en la inscripción la posible transgresión de las limitaciones o prohibiciones impuestas en el mismo).
El Real Decreto Ley 6/2012, de 9 de marzo, respecto a las ejecuciones hipotecarias que afecten a deudores que se hallen en el “umbral de exclusión”, siempre que se trate de entidades acogidas al “Código de Buenas Prácticas”, permite al deudor, una vez fracase la opción de reestructuración de la deuda, solicitar la dación en pago, que supondrá la cancelación total de la deuda garantizada con hipoteca y de las responsabilidades personales del deudor y de terceros frente a la entidad por razón de la misma deuda.
Del ofrecimiento del pago y de la consignación.
Artículo 1176. 

“Si el acreedor a quien se hiciere el ofrecimiento de pago se negare sin razón a admitirlo, el deudor quedará libre de responsabilidad mediante la consignación de la cosa debida.

La consignación por sí sola producirá el mismo efecto cuando se haga estando el acreedor ausente o cuando esté incapacitado para recibir el pago en el momento en que deba hacerse, y cuando varias personas pretendan tener derecho a cobrar, o se haya extraviado el título de la obligación.”

El ofrecimiento de pago, al que no se exige una forma especial, aunque la prueba de la existencia del mismo corresponde al deudor, además de abrir la vía a la consignación, produce automáticamente determinados efectos tras la negativa del acreedor a recibirlo, que se conocen como mora accipiendi, como son los de la imputación de los riesgos de la cosa al acreedor y la compensación de las moras del acreedor y del deudor.

En cuanto a los supuestos en los que no será precisa la consignación, los relativos a la ausencia o a la incapacidad para recibir el pago se refieren a situaciones de hecho, pues de existir representantes legales designados el ofrecimiento se hará a estos. 

El supuesto de que varias personas pretendan tener derecho a cobrar exige que dichas pretensiones tengan alguna consistencia. El de haberse extraviado el título de la obligación se refiere a un título que lleve incorporada la obligación y no meramente probatorio.

La Jurisprudencia ha extendido la posibilidad de consignación directa a otros supuestos, como el de acreedor desconocido, el que se niega a dar recibo o justificante de pago, o el que no se presenta a recibir la cosa en el tiempo y lugar pactados (Sentencia del Tribunal Supremo 24 de mayo de 1955).
(El Proyecto de Ley de Jurisdicción Voluntaria, aprobado por el Consejo de Ministros y remitido a las Cortes Generales el 1 de agosto de 2014, modifica el artículo 1176 Código Civil. Las principales modificaciones son: la referencia a que la negativa del acreedor al pago puede ser expresa o de hecho; que la consignación procede también cuando se negare el acreedor a dar recibo o cancelar la garantía; que en cuanto a los supuestos de consignación sin ofrecimiento: se aclara que la ausencia es de del lugar donde debiera realizarse el pago, se sustituye el término incapacitado por el de impedido para recibir el pago, y se añade el supuesto de ser el acreedor desconocido).

Artículo 1177. 

“Para que la consignación de la cosa debida libere al obligado, deberá ser previamente anunciada a las personas interesadas en el cumplimiento de la obligación.

La consignación será ineficaz si no se ajusta estrictamente a las disposiciones que regulan el pago.”

El artículo 1178 permitiría interpretar que el anuncio a las personas interesadas solo es preceptivo a falta de ofrecimiento de pago. En contra Rodrigo Bercovitz, para quien el anuncio es obligatorio incluso en supuestos de previo ofrecimiento. En este mismo sentido, Marín López.

(El artículo 103.2 del Proyecto de Ley de Jurisdicción Voluntaria, aprobado por el Consejo de Ministros el 1 de agosto de 2014, apoya esta tesis, disponiendo que el que promueva la consignación “deberá acreditar haber realizado el ofrecimiento de consignación si procediera, y en todo caso el anuncio de consignación al acreedor y demás interesados en la obligación”).

El anuncio debe hacerse a todos los interesados, y no solo al acreedor o su representante.
Según señala la doctrina, puede acumularse el anuncio con el ofrecimiento de pago expresando que si este no es aceptado se procederá a la consignación.

Artículo 1178. 

“La consignación se hará depositando las cosas debidas a disposición de la Autoridad judicial, ante quien se acreditará el ofrecimiento en su caso, y el anuncio de la consignación en los demás. Hecha la consignación, deberá notificarse también a los interesados.”

Debe señalarse que la consignación es un procedimiento de jurisdicción voluntaria, pero que carece de regulación legal específica en la LEC de 1881. 

(El Proyecto de Ley de Jurisdicción Voluntaria, aprobado por el Consejo de Ministros y remitido a las Cortes Generales el 1 de agosto de 2014, dedica al procedimiento de consignación los artículos 102 y 103. Estos artículos regulan la consignación judicial. La competencia para tramitar este procedimiento se atribuye al Secretario judicial, aunque la declaración de que la consignación está bien hecha corresponde al Juez). 
Un sector de la Doctrina niega la posibilidad de consignación de cosas inmuebles porque no cabe su depósito, pero parece dominante la tesis que lo admite, considerando que también en este caso cabe la puesta a disposición judicial (en este último sentido opinan Díez Picazo, Gullón, Albaladejo, Bercovitz o Marín López. También lo dispone así el artículo 496 de la Compilación navarra).
La consignación es solo judicial. No está prevista la consignación notarial o por otro medio. Existen, sin embargo, excepciones a esta regla. Sí admite la consignación notarial para enervar el desahucio en arrendamientos de fincas rústicas y urbanas, el artículo 22.4 de la LEC. 
(El Proyecto de Ley de Jurisdicción Voluntaria, aprobado por el Consejo de Ministros y remitido a las Cortes Generales el 1 de agosto de 2014, modifica el artículo 1178 Código Civil, admitiendo que la consignación pueda ser judicial o notarial, remitiéndose, en cuanto a esta última, a la legislación notarial).

Artículo 1179. 

“Los gastos de la consignación, cuando fuere procedente, serán de cuenta del acreedor”.

Artículo 1180. 

“Hecha debidamente la consignación, podrá el deudor pedir al Juez que mande cancelar la obligación.

Mientras el acreedor no hubiere aceptado la consignación, o no hubiere recaído la declaración judicial de que está bien hecha, podrá el deudor retirar la cosa o cantidad consignada, dejando subsistente la obligación.”

Dicho mandamiento de cancelación podrá dar lugar a la cancelación de la inscripción en el Registro en la que constase el derecho extinguido, como prevé el 180 Reglamento Hipotecario.

Artículo 1181. 

“Si, hecha la consignación, el acreedor autorizase al deudor para retirarla, perderá toda preferencia que tuviere sobre la cosa. Los codeudores y fiadores quedarán libres.”
La compensación

Junto a la compensación legal regulada por los artículos 1195 y siguientes del Código Civil, se admite la existencia de otras dos modalidades de compensación, la compensación judicial (acordada por el juez ante la falta de alguno de los requisitos legales, particularmente la liquidez) y la convencional (acordada por las partes, admitida por el  artículo 1176 de la Propuesta de Modificación del Código Civil en materia de obligaciones y contratos).

Respecto a la regulación de la compensación legal, la regulas los artículos que se estudian a continuación. 

Artículo 1195. 

“Tendrá lugar la compensación cuando dos personas, por derecho propio, sean recíprocamente acreedoras y deudoras la una de la otra”.

Artículo 1196. 

“Para que proceda la compensación, es preciso:

1.
Que cada uno de los obligados lo esté principalmente, y sea a la vez acreedor principal del otro.

2.
Que ambas deudas consistan en una cantidad de dinero, o, siendo fungibles las cosas debidas, sean de la misma especie y también de la misma calidad, si ésta se hubiese designado.

3.
Que las dos deudas estén vencidas.

4.
Que sean líquidas y exigibles.

5.
Que sobre ninguna de ellas haya retención o contienda promovida por terceras personas y notificada oportunamente al deudor”.
El artículo 1195 exige que los acreedores sean recíprocos, aunque la jurisprudencia ha descartado que quepa compensación entre las dos prestaciones de una misma obligación sinalagmática.

Según el 1196 las obligaciones compensables tienen que ser principales, homogéneas, vencidas y exigibles.
Respecto a la homogeneidad se ha discutido si concurre en las obligaciones de distinta especie monetaria. La Sentencia del Tribunal Supremo de 6 de octubre de 2006 niega la compensación de dos deudas de distinta moneda –yenes y pesetas-. (El artículo 1181 de la Propuesta de modificación del Código Civil en materia de obligaciones y contratos declara que son compensables los créditos en monedas diferentes).

En cuanto al carácter vencido y exigible descarta la posibilidad de compensación de obligaciones sujetas a condición suspensiva o a término inicial, salvo que el que oponga la compensación tuviera derecho a renunciar al término, por haberse establecido éste exclusivamente en su interés.

Artículo 1197. 

“No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, el fiador podrá oponer la compensación respecto de lo que el acreedor debiere a su deudor principal”.

Marín López fundamenta esta solución en el artículo 1826 del Código Civil (el fiador no puede obligarse a más que el deudor principal) y 1853, que permite al fiador oponer al acreedor las mismas excepciones que el deudor principal, que no sean puramente personales del mismo. 
Según Lacruz, el fiador a quien el acreedor reclama lo debido por el deudor garantizado, puede oponer en compensación sus propios créditos contra el demandante (sin perjuicio de sus acciones contra el deudor). Encuentra fundamento esta solución en el artículo 1847 del Código Civil según el cual la obligación del fiador se extingue por las mismas causas que las demás obligaciones.

El deudor principal no puede oponer en compensación lo que el acreedor debe a su fiador, pues se trataría de un crédito ajeno. 

(En este mismo sentido el artículo 1182 de la Propuesta de modificación del Código Civil en materia de obligaciones y contratos establece que el fiador y los que hubieran constituido prenda o hipoteca en garantía de una deuda ajena, podrán oponer compensación tanto por sus propios créditos como por los del deudor). 

Artículo 1198. 

“El deudor, que hubiere consentido en la cesión de derechos hecha por un acreedor a favor de un tercero, no podrá oponer al cesionario la compensación que le correspondería contra el cedente.

Si el acreedor le hizo saber la cesión y el deudor no la consintió, puede oponer la compensación de las deudas anteriores a ella, pero no la de las posteriores.

Si la cesión se realiza sin conocimiento del deudor, podrá éste oponer la compensación de los créditos anteriores a ella y de los posteriores hasta que hubiese tenido conocimiento de la cesión”.
(La Ley 16/2011, de 24 de junio, de Contratos de Crédito al Consumo, dentro de su ámbito de aplicación, se ocupa de esta cuestión en su artículo 31.1, según el cual: "Cuando los derechos del prestamista en virtud de un contrato de crédito o el propio contrato sean cedidos a un tercero, el consumidor tendrá derecho a oponer contra el tercero las mismas excepciones y defensas que le hubieren correspondido contra el acreedor originario, incluida la compensación." La diferencia fundamental de este régimen con el del Código Civil, es su carácter imperativo, no admitiéndose el pacto en contra, según señala Marín López).
Artículo 1199. 

“Las deudas pagaderas en diferentes lugares pueden compensarse mediante indemnización de los gastos de transporte o cambio al lugar del pago”.

Artículo 1200. 

“La compensación no procederá cuando alguna de las deudas proviniere de depósito o de las obligaciones del depositario o comodatario.

Tampoco podrá oponerse al acreedor por alimentos debidos por título gratuito”.

La Sentencia del Tribunal Supremo de 19 de septiembre de 1987 admite la compensación cuando se trate de depósito irregular de dinero o cosa fungible.

Puig Brutau considera que debería excluirse la compensación, aunque en el Código Civil no aparezca, “el de consistir una de las deudas en la responsabilidad civil derivada de una condena penal". (El artículo 1187.1 de la Propuesta de Modernización del Código Civil en materia de obligaciones y contratos, excluye de la compensación los créditos que provengan de "hecho ilícito doloso").

En cuanto a los alimentos, sí será compensable el derecho a reclamar los alimentos atrasados, con base en el artículo 151.2 del Código Civil ("Pero podrán compensarse y renunciarse las pensiones alimenticias atrasadas, y transmitirse a título oneroso o gratuito el derecho a demandarlas").

Artículo 1201. 

“Si una persona tuviere contra sí varias deudas compensables, se observará en el orden de la compensación lo dispuesto respecto a la imputación de pagos”.

Artículo 1202. 

“El efecto de la compensación es extinguir una y otra deuda en la cantidad concurrente, aunque no tengan conocimiento de ella los acreedores y deudores”.

Respecto a la naturaleza de la compensación, según la posición doctrinal dominante la compensación debe ser opuesta por el interesado, aunque retrotrayéndose sus efectos al momento en que concurrieron sus presupuestos. 
- Respecto a la posibilidad de oponer la compensación del crédito prescrito, la opinión mayoritaria en la doctrina es favorable, siempre que en el momento que que se dieron los presupuestos de la compensación el crédito no estuviera prescrito. 

(El artículo 1186 de la Propuesta de modificación del Código Civil en materia de obligaciones y contratos declara que la prescripción extintiva no impide la compensación si el cumplimiento del tiempo de aquélla no estuviera realizado cuando los créditos se tornaron compensables).
- En cuanto al concurso y la compensación, la Ley Concursal 22/2003 de 9 de julio, en su artículo 58, dispone: 
“Sin perjuicio de lo previsto en el artículo 205, declarado el concurso, no procederá la compensación de los créditos y deudas del concursado, pero producirá sus efectos la compensación cuyos requisitos hubieran existido con anterioridad a la declaración, aunque la resolución judicial o acto administrativo que la declare se haya dictado con posterioridad a ella.
En caso de controversia en cuanto a este extremo, ésta se resolverá a través de los cauces del incidente concursal.”

Este artículo ha sido reformado por la Ley 38/2011, de 10 de octubre, que añade a la redacción inicial el inciso “aunque la resolución judicial o acto administrativo que la declare se haya dictado con posterioridad a ella”, lo que parece apoyar el carácter automático o retroactivo de la compensación.

- La Doctrina se había planteado si la compensación puede ser alegada por vía de excepción o requiere necesariamente plantear una reconvención. La actual Ley de Enjuiciamiento Civil en su artículo 418.1, excluye la necesidad de plantearla a través de una reconvención expresa, aunque su alegación como excepción tiene el tratamiento de una reconvención implícita (artículo 418.1 Ley de Enjuiciamiento Civil “Si, frente a la pretensión actora de condena al pago de cantidad de dinero, el demandado alegare la existencia de crédito compensable, dicha alegación podrá ser controvertida por el actor en la forma prevenida para la contestación a la reconvención, aunque el demandado sólo pretendiese su absolución y no la condena al saldo que a su favor pudiera resultar.)
De la pérdida de la cosa debida.

Artículo 1182. 

“Quedará extinguida la obligación que consista en entregar una cosa determinada cuando ésta se perdiere o destruyere sin culpa del deudor y antes de haberse éste constituido en mora.”

Aunque el artículo 1182, a diferencia del artículo 1184, parece referirse solo a la destrucción física, que puede entenderse se produce, según el artículo 1122.1, cuando la cosa perece, queda fuera del comercio o desaparece, de modo que se ignora su paradero o no puede recuperarse, la doctrina y la jurisprudencia extienden la aplicación del artículo a los casos en que la imposibilidad de entrega sea jurídica.
(Debe tenerse en cuenta que, además de la mora, también se imputará la pérdida al deudor cuando se hubiera comprometido a entregar la misma cosa a dos o más personas distintas -artículo 1096 III Código Civil-).

Artículo 1183. 

“Siempre que la cosa se hubiese perdido en poder del deudor, se presumirá que la pérdida ocurrió por su culpa y no por caso fortuito, salvo prueba en contrario, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 1.096."
Artículo 1184. 

“También quedará liberado el deudor en las obligaciones de hacer cuando la prestación resultare legal o físicamente imposible.”

La doctrina propugna una interpretación conjunta del artículo 1184 y 1182, que suponga la liberación del deudor cuando la prestación de dar o hacer resulta legal o físicamente imposible. La imposibilidad debe ser sobrevenida, absoluta y objetiva.

(En los casos de imposibilidad legal se han incluido, en ocasiones, la falta de obtención de los permisos y autorizaciones administrativas para la realización de la actividad que constituye la prestación. Así, cuando el cambio de normativa urbanística sobrevenido, impide la construcción de lo pactado).

La imposibilidad no equivale a dificultad para cumplir, según ha señalado constante jurisprudencia.

Debe tenerse en cuenta no obstante la aplicación de la cláusula rebus sic stantibus o de la doctrina de la alteración de la base del negocio, a los supuestos en que una alteración extraordinaria de las circunstancias por circunstancias radicalmente imprevisibles haya determinado una excesiva onerosidad para una de las partes que destruya el equilibrio de las prestaciones. La consecuencia no será no obstante la liberación del deudor, sino la revisión del contrato para recuperar el equilibrio de las prestaciones.

(En el ámbito de la contratación inmobiliaria, era doctrina jurisprudencial que la imposibilidad de obtener financiación bancaria para el pago del préstamo no era causa de liberación del deudor. Así lo confirma la Sentencia del Tribunal Supremo de 1 de octubre de 2012. 

Sin embargo, pueden existir en el caso circunstancias que sí justifiquen el incumplimiento del deudor o que consideren que éste es imputable al vendedor.

También se ha llegado recientemente a aplicar la teoría de la base del negocio para justificar el incumplimiento del deudor. Así la Sentencia del Tribunal Supremo de 26 de abril de 2013 contempla el caso de un compra en documento privado con pacto que obligaba al comprador a la subrogación en el préstamo hipotecario concedido al promotor, entendiendo determinante un retraso en la entrega de la fecha prevista (2007) a la fecha de la terminación de la obra (2008). Aplica esta sentencia la doctrina de la alteración de la base del negocio y dice al respecto de la misma: “Esta se ha considerado como el conjunto de circunstancias cuya concurrencia impide que se obtenga el resultado que se propone el negocio jurídico. Se ha distinguido la base del negocio subjetiva, como la representación común o lo que esperan ambos contratantes, que les ha llevado a celebrar el contrato y objetiva, como las circunstancias cuya presencia sea objetivamente necesaria para mantener el contrato en su función o causa (concepto objetivo). Todo ello se funda en el principio de la buena fe, que permite la resolución del negocio si desaparece la base del negocio”).

Artículo 1185. 

“Cuando la deuda de cosa cierta y determinada procediere de delito o falta, no se eximirá el deudor del pago de su precio, cualquiera que hubiese sido el motivo de la pérdida, a menos que, ofrecida por él la cosa al que la debía recibir, éste se hubiese sin razón negado a aceptarla.”

Artículo 1186. 

“Extinguida la obligación por la pérdida de la cosa, corresponderán al acreedor todas las acciones que el deudor tuviere contra terceros por razón de ésta.”
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